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INTRODUCCIÓN

El presente trabajo ofrece una reflexión sobre el desempeño que el Poder 
Legislativo tuvo en la consolidación de la democracia en México durante 
los años de los gobiernos sin mayoría, también conocidos como gobiernos 
divididos, y que en este texto utilizaremos de manera indistinta. Entre 1997 
y 2018 fueron presidentes Ernesto Zedillo Ponce de León (1994-2000), por 
el Partido Revolucionario Institucional (PRI); Vicente Fox Quezada (2000-
2006) y Felipe Calderón Hinojosa (2006-2012), ambos por el Partido Acción 
Nacional (PAN), y Enrique Peña Nieto (2012-2018), del PRI. Durante siete 
legislaturas consecutivas los presidentes de la República mexicana no conta-
ron con mayoría absoluta en el Congreso, lo que dificultó, pero no impidió, 
los acuerdos entre los partidos políticos sin que se presentaran crisis de go-
bernabilidad. Estos veintiún años fueron un periodo único en la historia de 
México, desde la Independencia hasta nuestros días, acaso los únicos en los 
que podemos afirmar que México reunió las características mínimas de un 
régimen democrático.

Inicio con los supuestos que es importante aclarar: primero, el presiden-
cialismo mexicano fue un régimen autocrático que no reunía las condicio-
nes necesarias para ser considerado democrático, a pesar de la regularidad 
con la que se han renovado la presidencia y el Congreso desde 1934 hasta la 
fecha. Segundo, el sistema de partido hegemónico de carácter pragmático 
fue consustancial al presidencialismo; la combinación de las característi-
cas constitucionales y metaconstitucionales del primero y el segundo dieron 
una larga estabilidad al régimen autocrático que prevaleció durante siete 
décadas. Tercero, el proceso de transición a la democracia comenzó con 
la reforma político-electoral de 1977, conocida como la reforma de Reyes 
Heroles, entonces secretario de Gobernación, y terminó en 1996 con la 
reforma electoral que le dio autonomía constitucional al Instituto Federal 
Electoral (IFE).

Asimismo, surge una pregunta central que es relativamente sencilla: 
¿qué trascendencia tuvo el Poder Legislativo en el proceso de consolida-
ción de la democracia en México, entre 1997 y 2018? Esta pregunta lleva 
implícito también el análisis de aquello que ralentizó la consolidación de-
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mocrática. Para poder responder esta interrogante, primero hago una serie 
de planteamientos teóricos en los que exploro los límites de los cambios 
institucionales y la necesidad de introducir en el análisis la transformación 
de los principios éticos del nuevo régimen democrático, que definiré más 
adelante. Posteriormente, en el siguiente capítulo expongo las caracterís-
ticas del presidencialismo autoritario antes del proceso de transición a la 
democracia y los cambios más importantes de este periodo que acabaron 
por transformar el sistema de partidos para convertirlo en un pluralismo li-
mitado y competitivo. En el tercer capítulo expongo los principales cambios 
de la institucionalización del Poder Legislativo a partir de 1997, cuando el 
PRI perdió la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados, y cómo estos 
cambios y diversas actuaciones de los partidos políticos representados en el 
Congreso contribuyeron en el proceso de consolidación de la democracia. 
Por último, en el cuarto capítulo hago un análisis de las principales reformas 
constitucionales aprobadas que abonaron a ese proceso de consolidación.

En el primer capítulo, al que he llamado “Algunas claves teóricas para 
entender los gobiernos divididos sin mayoría...”, expongo tres ideas funda-
mentales: la primera es que, de acuerdo con Bobbio y Bovero, quienes a su 
vez se basaron en Kelsen, debemos considerar que existen dos regímenes, y 
sólo dos, los democráticos o los autocráticos. Para una definición tan tajante 
como esta es indispensable partir de la definición mínima de democracia 
procedimental que establece las condiciones mínimas de competencia elec-
toral, con reglas justas y aceptadas por los partidos políticos participantes. 
Las condiciones legales que establecieron la reforma electoral de 1996 per-
mitieron, sin lugar a duda, considerar que en México se establecería, por 
primera vez, un régimen democrático. Dos décadas después de comenzada, 
la transición culminó.

Al mismo tiempo introduzco los planteamientos de Garzón Valdés que 
nos advierten que la democracia encierra, en sí misma, lo que él llama sus 
“tendencias suicidas”; es decir, es posible que a través de procedimientos 
democráticos se tomen decisiones que debiliten o, en el peor de los casos, 
terminen por quebrar el orden democrático. Si bien Garzón reconoce la 
importancia de los cambios institucionales propios de un arreglo democrá-
tico, nos advierte que es indispensable introducir una nueva ética política 
que reivindique, hasta sus últimas consecuencias, los valores que hacen de 
la democracia un régimen legítimo. Sólo así es posible contener la peor de las 
tendencias autodestructivas de la democracia: romper con los mecanismos 
de control del poder que se encuentran en la esencia de la democracia. Este 
ethos obliga a respetar valores como la libertad, la justicia y la participa-
ción ciudadana, va más allá de las leyes escritas y exige una constante au-
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tocontención de las élites para no quebrantar la división de poderes —con 
independencia de que puedan reunir los votos necesarios para cambiar la 
ley, o inclusive la Constitución, debe haber ciertos acuerdos que se conside-
ren intocables—. Asimismo, es labor de los partidos políticos convertirse en 
“guardianes de la democracia”* e impedir el crecimiento de figuras desleales 
a la democracia o con tendencias autoritarias.

En tercer lugar, recupero los planteamientos de Katz y Mair sobre el 
desarrollo de los sistemas de partidos en el siglo XXI. Hemos pasado de los 
partidos “atrapa todo” a los sistemas cártel, en los que hay un proceso de 
colusión entre supuestos competidores. Estos han dejado de ofrecer proyec-
tos diferenciados entre sí para acomodarse en una repartición del mercado 
electoral que encuentra cómodos espacios de connivencia en las asambleas 
parlamentarias. Cada uno de ellos con su respectiva cuota de poder y acceso 
a ingentes cantidades de dinero público, que les asegura su supervivencia, 
pero perdieron su esencia de agrupaciones sociales destinadas a organizar 
sus preferencias y renunciaron a defender los grandes intereses nacionales.

El capítulo dos tiene como objetivo sentar las definiciones de lo que 
fue el presidencialismo autoritario clásico descrito magistralmente por Jor-
ge Carpizo. De acuerdo con Ignacio Marván, es paradójico que, a pesar de 
que la Revolución de 1917 se hizo en contra del presidente Porfirio Díaz, 
quien permaneció en el poder por cuatro décadas, el nuevo arreglo consti-
tucional optó por una figura presidencial fuerte que no ha dejado de existir. 
El arreglo constitucional se fortaleció a lo largo del siglo XX, lo que generó 
una cultura de súbditos frente a la autoridad presidencial. El presidencialis-
mo es la deformación de un sistema presidencial que, como muchos teóricos 
han demostrado, puede ser democrático.

Considero particularmente relevante entender que en México el presi-
dencialismo y el sistema de partido hegemónico fueron las dos caras de la 
misma moneda; no podemos explicar el uno sin el otro, ambos prohijaron 
un régimen autocrático enmascarado por la celebración regular de eleccio-
nes y sucesiones presidenciales razonablemente pacíficas. En esta tesitura 
hay que entender que la transición a la democracia privilegió las reformas 
electorales abriendo la posibilidad de desarticular las principales caracterís-
ticas del presidencialismo autoritario. Sin embargo, los gobiernos sin ma-
yoría no pudieron, o quizá ni siquiera quisieron, construir un sistema presi-
dencial democrático. Nos quedamos estancados en lo que Diego Valadés ha 
denominado “presidencialismo transicional”.

*		 Guardrails es el término utilizado por Levitsky y Ziblatt en su texto How Democracies Die? 
(2018).
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En el tercer capítulo “El Poder Legislativo en la era de los gobiernos 
sin mayoría. ¿Nueva relación con el Poder Ejecutivo?” abordo el tema de 
los principales retos a los que se enfrentó el propio Poder Legislativo, fren-
te a la realidad de que el partido del presidente no contara con mayoría 
absoluta en el Congreso. Lo primero que se hizo evidente fue que la Ley 
Orgánica del Congreso de los Estados Unidos Mexicanos (LOC) estaba 
hecha desde el partido hegemónico para mantener su predominio, negar 
la pluralidad de la sociedad mexicana y minimizar la creciente importancia 
de las oposiciones.

Los partidos de oposición llamaron “dignificar al Poder Legislativo” a 
dos cuestiones distintas: por un lado, repensar, desde la pluralidad, la nue-
va institucionalidad que requería el Congreso para poder gobernar en la 
pluralidad; es decir, tomando en cuenta a todas las fuerzas políticas. Por 
otro lado, se abrió la oportunidad de replantear la relación entre el Poder 
Legislativo y el Poder Ejecutivo en una reingeniería del sistema de controles 
y equilibrios (checks and balances) propio de un régimen democrático. Era de 
todos conocido que el presidencialismo autoritario nulificó la división de po-
deres; a pesar de que el diagnóstico era claro, no resultó sencillo replantear 
la nueva relación entre poderes.

La aprobación de la nueva LOC tomó más de dos años de discusión, 
que finalmente logró hacer un replanteamiento de fondo de los órganos 
de gobierno de ambas cámaras, del sistema de comisiones y de los órga-
nos administrativos. Sin embargo, los partidos no cedieron a la tentación de 
concentración del poder, las tendencias suicidas de la democracia afloraron 
rápidamente en los partidos políticos. Cuando tuvieron que escoger entre 
fortalecer a los partidos políticos o reforzar al Poder Legislativo y al sistema 
de controles y equilibrios de los poderes, por lo regular escogieron lo primero 
por encima de lo segundo.

Me detengo en tres temas que fueron relevantes. Primero, las dificulta-
des para la aprobación de los presupuestos. Los cambios institucionales que 
se generaron para romper con la inercia de un trámite en el que la Cámara 
de Diputados no tenía oportunidad de decidir y, al mismo tiempo, conseguir 
la aprobación de estos. Destaca, por supuesto, la controversia constitucional 
presentada por Vicente Fox para establecer límites al Poder Legislativo en la 
definición de las políticas públicas a través del presupuesto. Contrasta la len-
ta construcción de una nueva institucionalidad con la rápida colusión entre 
partidos. La aprobación del presupuesto dejó de ser un problema cuando 
los moches millonarios aceitaron la maquinaria del consenso. Segundo, la 
transformación de la Contaduría Mayor de Hacienda (CMH) en la Au-
ditoría Superior de la Federación (ASF), como el ejercicio más acabado 
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para modificar la estructura de rendición de cuentas. Tercero, el Pacto por 
México, que, desde mi perspectiva, en materia de institucionalización del 
Poder Legislativo significó una lamentable regresión porque deslocalizó el 
proceso legislativo, regresándolo a la Secretaría de Gobernación (Segob). 
Los legisladores volvieron a servir de rubber stamp a las propuestas enviadas 
por el Ejecutivo, aunque debemos reconocer una diferencia no menor: en 
el Pacto por México sí hubo negociación entre los tres principales partidos, 
pero fue entre las élites partidarias reunidas bajo el techo del Poder Ejecu-
tivo. Como sabemos, en política la forma es fondo.

El cuarto capítulo es un recuento analítico de los principales decretos que 
reformaron la Constitución entre 1997 y 2018, ordenados por sexenio y por 
tema. Agrupé las reformas en seis temas; cuatro de ellos claramente vincula-
dos con las dimensiones propias de un proceso de consolidación democrática 
en términos de Diamond y Morlino. Los temas que, considero, inciden de 
manera directa en el proceso de consolidación de la democracia son: 1) la 
ampliación de derechos fundamentales; 2) la relación entre poderes, incluida 
la creación de los organismos constitucionales autónomos (OCA); 3) el incre-
mento de espacios para la participación política de la ciudadanía, y 4) la am-
pliación o reestructuración de sus derechos político-electorales.

El quinto tema hace alusión a las reformas a través de las cuales se 
buscó dar solución a los problemas de seguridad pública, procuración y ad-
ministración de la justicia. Desde luego, considero que este tema repercute 
directamente en la calidad de la democracia, aunque quizá indirectamen-
te en el proceso de consolidación. Dada la crisis de seguridad pública y la 
cantidad de reformas constitucionales en esta materia, consideré ineludi-
ble su inclusión, en especial porque muchas de estas reformas tienen una 
orientación punitiva que debilita la concepción democrática del Estado de 
derecho. A pesar de la confianza de los poderes Ejecutivo y Legislativo en la 
capacidad de la ley para transformar la realidad, ninguna de las múltiples 
reformas constitucionales resolvió el problema de inseguridad e impunidad. 
El último tema está relacionado con la redefinición del papel del Estado en 
la economía, tema central en el sexenio de Peña Nieto.

Cada capítulo propone un balance de las acciones del Poder Legislati-
vo que abonaron a la consolidación democrática; las que no se lograron, así 
como las que significaron retrocesos importantes. Si bien el panorama pre-
senta un cuadro de claroscuros, lo que encontramos como constante es que 
los partidos políticos se cartelizaron muy pronto; las élites políticas no pasaron 
por una introyección de los valores éticos propios de un régimen democrático, 
lo que ralentizó la consolidación democrática e hizo que muchos de los cam-
bios institucionales logrados no hayan tenido los resultados esperados.
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Caveat: habrá que advertir que el presente trabajo no estudia los cambios 
que en este periodo hubo en el Poder Judicial y la trascendencia de estos en 
el proceso de consolidación del régimen democrático mexicano. El tema es 
ineludible y habré de ocuparme del mismo en otro momento. Sólo hay que 
decir que la transformación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN) en lo más parecido que hemos tenido a un Tribunal Constitucional 
ha sido de la mayor trascendencia en la consolidación de la democracia, y 
especialmente en su defensa en los años posteriores a los gobiernos divididos. 
Entre 2018 y 2024 el presidente volvió a tener mayoría en el Congreso, y 
con ello ha dado marcha atrás a muchos de los avances de las primeras dos 
décadas del siglo XXI. Este trabajo tampoco se ocupa de estudiar los años 
del populismo autoritario del partido Movimiento de Regeneración Nacio-
nal (Morena) encabezado por Andrés Manuel López Obrador, valga simple-
mente afirmar que en estos años ha tocado a la SCJN defender la Constitu-
ción de los ánimos autoritarios de reconstrucción del presidencialismo que 
tuvimos en el siglo XX.




